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S E N T E N C I A 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 
  

Comparece el Municipio de Ciales y nos solicita que 

modifiquemos la Sentencia Enmendada que emitió el Tribunal de 

Primera Instancia (TPI), Sala de Arecibo, el 5 de mayo de 2015.1 

Mediante el referido dictamen, el TPI enmendó la Sentencia que 

había emitido el 12 de junio de 2015 para determinar el grado de 

negligencia incurrida por las partes. En esa gestión le atribuyó un 

60% de negligencia al Municipio y un 40% a la Constructora Orama 

S.E. 

Por los fundamentos que esbozamos a continuación, 

acordamos modificar la Sentencia apelada. 

                                                 
1 La Sentencia Enmendada fue notificada y archivada en los autos el 12 de mayo 

de 2016. 
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I. 

La controversia que tenemos ante nuestra consideración tuvo 

su origen el 26 de agosto de 2012, cuando la señora Monserrate 

Salgado Vélez presentó una Demanda por daños y perjuicios contra 

el Municipio de Ciales y Constructora Orama. En síntesis, la 

Apelada sufrió daños luego de que resbalara y cayera en la acera 

frente a su hogar a consecuencia de un derrame de aceite2 ocurrido 

el 27 de mayo de 2011. Un camión propiedad de la Constructora 

Orama derramó aparentemente aceite en la Carretera 145 del 

Municipio, cerca de la residencia de la Apelada situada en el Barrio 

Jaguas del referido municipio. Ese día, el Municipio Apelante 

intervino en la emergencia y ejerció control de la situación.  Envió a 

varios empleados al lugar del derrame para atender la situación, los 

cuales optaron por regar arena sobre la carretera para evitar que el 

aceite se regara por la vía para poder controlar la emergencia. 

Según determinado por el TPI y confirmado por este foro en 

nuestra Sentencia anterior, esta medida no fue suficiente para 

impedir que el aceite alcanzara las inmediaciones de la residencia 

de la señora Salgado. Tampoco pudieron remover totalmente ese 

material en la propiedad de la demandante.  Asimismo, el Municipio 

no se comunicó con las agencias públicas encargadas de atender 

este tipo de situación, como la Agencia Estatal para el Manejo de 

Emergencias y Administración de Desastres (AEMEAD), la Agencia 

de Protección Ambiental (EPA), el Departamento de Recursos 

Naturales y Ambientales (DRNA) y la Junta de Calidad Ambiental, 

entre otros. Tampoco lo hizo la Constructora Orama. Fue en tales 

                                                 
2 De los autos, no surge claramente si el líquido derramado era diésel o aceite 

hidráulico. 
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circunstancias que se produjo la caída que le ocasionó a la Sra. 

Salgado los  daños por los  que reclamó.3 

A la luz de esos hechos, el foro de instancia emitió su 

dictamen el 12 de junio de 2015, en el que declaró ha lugar la 

demanda presentada por la Apelada y condenó al Municipio como a 

la Constructora Orama a responderle solidariamente a la Apelada, 

por sus daños físicos y angustias mentales por la suma de 

$30,000.00.  

Insatisfecho con esta determinación, el 1 de julio de 2015, el 

Municipio Apelante presentó una Solicitud de Enmienda a 

Determinaciones de Hechos, Determinaciones de Hechos 

Adicionales y Reconsideración. Esta moción fue declarada No Ha 

Lugar el 3 de julio de 2015. Aún inconforme, el Municipio acudió 

ante nosotros para señalar que el foro primario había incidido al 

imponerle responsabilidad; al no establecer el por ciento de 

responsabilidad entre éste y la Constructora Orama; al no imputar 

negligencia comparada a la señora Salgado; al conceder 

$10,000.00 por concepto de angustias mentales a la Apelada y al 

imponer honorarios de abogados al Municipio. 

Evaluado los planteamientos de las partes, el 7 de abril de 

2016 este tribunal determinó modificar el dictamen apelado para 

eliminar la partida correspondiente a las angustias mentales 

reclamadas y a la cuantía concedida por concepto de honorarios de 

abogado. Asimismo, resolvimos devolver el caso al tribunal apelado 

para que éste determinara el por ciento de responsabilidad atribuida 

a cada uno de los cocausantes del daño, según lo exige la 

jurisprudencia en estos casos. En cumplimiento con el mandato de 

este Tribunal, el 5 de mayo de 2016, el TPI emitió una Sentencia 

                                                 
3 Refiérase a la Sentencia emitida por este Tribunal en el caso KLAN201501382. 
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Enmendada en la que le atribuyó un 60% de negligencia al 

Municipio y un 40% a la Constructora Orama. 

Todavía inconforme con este dictamen, el Municipio acudió 

ante nosotros y nos planteó como único error el siguiente: 

Erró el TPI en su Sentencia Enmendada al determinar 
un 60% de negligencia atribuible al Municipio de Ciales 
y en un 40% de negligencia atribuible al codemandada 
Constructora Orama. 
 
 

II. 

A. 

Nuestro Código Civil establece en su artículo 1802 que “[e]l 

que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o 

negligencia, está obligado a reparar el daño causado”. 31 LPRA 

sec. 5141. La jurisprudencia ha establecido que para que prospere 

una acción por daños y perjuicios bajo el citado artículo es preciso 

que se pruebe la ocurrencia de una acción u omisión culposa o 

negligente que ocasiona un daño y la existencia del nexo causal 

entre ambos. Nieves Díaz v. Gonzales Massas, 178 DPR 820, 843-

844 (2010). Son estos los tres elementos de la causa de acción de 

daños y perjuicios. 

En su parte pertinente, la doctrina ha establecido que cuando 

dos o más personas causan un daño, todos serán solidariamente 

responsables ante el perjudicado. Sin embargo, “el efecto oneroso 

se distribuye en proporción a sus respectivos grados de negligencia 

en la relación interna entre ellos”. S.L.G. Szendrey v. Hospicare, 

Inc., 158 DPR 648, 654 (2003). 

Sobre este particular, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

expresado que el foro primario tiene el deber de fijar en la sentencia 

el grado de responsabilidad de cada cocausante. Fonseca et al. v. 

Hosp. HIMA, 184 DPR 281, 293 (2012). Si tal determinación no se 
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incluye “o cuando el efecto dañoso de la actuación de los 

cocausantes no es susceptible de ser medido, procede la 

imposición de responsabilidad solidaria en cuotas contributivas 

iguales”, lo que se conoce como la presunción de igualdad de 

culpas. Id.; US Fire Insurance v. A.E.E., 174 DPR 846, 860-861 

(2008). Esta doctrina fue reafirmada en el caso de Rodríguez et al. 

v. Hospital et al., 186 DPR 889, 908 (2012), en el que 

específicamente dispuso que una “determinación judicial de 

responsabilidad debe indicar la porción exacta que corresponde a 

cada cocausante o, de lo contrario, se impondrá responsabilidad en 

cuotas iguales”. No obstante, dispuso que esto no es impedimento 

para que las partes soliciten al tribunal que especifique el porciento 

de responsabilidad de cada uno, mediante los mecanismos 

procesales disponibles. Id. 

B. 

La tarea judicial de estimar y valorar daños resulta difícil y 

angustiosa, debido a que no existe un mecanismo que permita 

llegar a un resultado exacto con relación a los daños causados a 

una persona, de manera que todas las partes queden satisfechas y 

complacidas. Vázquez Figueroa v. E.L.A., 172 DPR 150, 154 

(2007); Nieves Cruz v. U.P.R., 151 DPR 150 (2000); Rodríguez 

Cancel v. A.E.E., 116 DPR 443, 451 (1985). Esta labor descansa en 

la sana discreción del juzgador de hechos, guiado por su sentido de 

justicia. Ramírez Ferrer v. Conagra Food PR, 175 DPR 799, 819 

(2009); Blás v. Hosp. Guadalupe, 146 DPR 267, 339 (1998); Urrutia 

v. A.A.A., 103 DPR 643, 647 (1975). Sobre este tema, en S.L.G. 

Rodríguez v. Nationwide, 156 DPR 614, 622 (2002), el Tribunal 

Supremo de Puerto Rico se pronunció de la siguiente manera: 
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Bajo la fórmula amplia de responsabilidad consagrada 
en el Art. 1802 del Código Civil (31 LPRA sec. 5141), 
no existe una tabla o computadora electrónica que 
recoja todos los elementos y premisas inarticuladas que 
nutren la valorización del dolor físico y mental humano y 
permita, mediante la aplicación de unas teclas o el 
oprimir unos botones, obtener el resultado final 
apropiado. Esta función descansa sobre el ejercicio 
discrecional prudente, juicioso y razonable del juzgador 
de hechos animado por un sentido de justicia y de 
conciencia humana. (Citas omitidas). 
 
Dado lo difícil de esta gestión, permea una norma de 

abstención judicial de parte de los foros apelativos que está fundada 

en criterios de estabilidad y deferencia a los tribunales de instancia. 

Vázquez Figueroa v. E.L.A., supra, págs. 151-152. Esto es así, 

debido a que los foros de primera instancia son los que han estado 

en contacto directo con la prueba, por lo que están en mejor 

posición para asumir y descargar la ardua y angustiosa 

responsabilidad de estimar la cuantía de los daños. Es por esta 

razón que los tribunales apelativos no deben intervenir con la 

apreciación de la prueba y con la determinación en daños que un 

tribunal de primera instancia haya emitido, a menos que las cuantías 

concedidas sean ridículamente bajas o exageradamente altas. 

Vázquez Figueroa v. E.L.A., supra, pág. 155. En todo caso, la parte 

que solicita la modificación de las sumas concedidas viene obligada 

a demostrar la existencia de circunstancias que lo justifiquen. 

Nieves Cruz v. U.P.R., supra, pág. 176. 

Como no hay dos casos exactamente iguales, conviene 

advertir que en el proceso de valorar los daños, el tribunal debe 

examinar, además de la prueba desfilada, las concesiones de daños 

en casos anteriores similares resueltos por el Tribunal Supremo de 

Puerto Rico. Herrera, Rivera v. S.L.G. Ramírez-Vincéns, 179 DPR 

774, 785 (2010); Escobar Galarza v. Banuchi Pons, 114 DPR 138, 

148 (1983). 
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La cuantificación necesaria y justa para compensar los daños 

está confiada a la experiencia y discreción del Tribunal de Primera 

Instancia. S.L.G. Rodríguez v. Nationwide, supra; Nieves Cruz v. 

U.P.R., supra, pág. 170; Rivera v. Tiendas Pitusa, Inc., 148 DPR 

695, 700 (1998). Así, corresponde a dicho foro estimar y valorar las 

partidas de daños correspondientes, velando en todo momento que 

el perjudicado sea resarcido de forma justa y razonable, sin que al 

indemnizar al demandante se castigue injustamente al demandado. 

S.L.G. Rodríguez v. Nationwide, supra.  

El derecho a ser compensado no puede ser derrotado 

meramente porque en ocasiones el cómputo en cuestión pueda 

resultar un tanto especulativo. Lo importante es que la 

compensación concedida esté basada en la prueba y que se 

mantenga el sentido remediador que persigue el ordenamiento. 

Rivera v. Tiendas Pitusa, Inc., supra. No se exige un grado de 

prueba tal que, excluyendo la posibilidad de error, produzca una 

certeza absoluta. Colón y otros v. Kmart y otros, 154 DPR 510 

(2001); Viuda de Delgado v. Boston Ins. Co., 99 DPR 714, 722 

(1971); Rodríguez v. Ponce Cement Corp., 98 DPR 201, 207 (1969). 

Con el beneficio de la doctrina aplicable antes reseñada, 
procedemos a resolver. 

III. 

En su alegato, el Apelante expuso que el tribunal apelado no 

analizó, ni fundamentó a base de hechos específicos la 

participación y contribución de los cocausantes en los daños 

reclamados, y en particular, que erró al adjudicarle el  60% de 

responsabilidad al Municipio y el 40% a la Constructora Orama. 

Además de la ausencia de explicación sobre esa distribución de 

responsabilidad, entiende el Municipio que el TPI erró al asignarle 

mayor grado de responsabilidad cuando fue la Constructora Orama 
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la causante principal de la situación de emergencia creada el 28 de 

mayo de 2011. Por tanto, s de opinión que lo procedente era que se 

le impusiera a éste mayor responsabilidad. Plantea que el foro de 

instancia abusó  de su discreción al así proceder.  

Ciertamente, al evaluar la Sentencia Enmendada apelada 

advertimos que el tribunal sentenciador no expuso con la 

especificidad requerida los elementos o criterios en los que basó su 

determinación sobre la responsabilidad atribuida a  cada uno de los 

cocausantes de daños que sufrió la señora Salgado.  No obstante, a 

base de los hechos determinados y el análisis  de las partes sobre 

los incidentes que culminaron en la reclamación incoada por la Sra.  

Salgado  Vélez, entendemos  que la distribución de responsabilidad 

efectuado por el TPI no hace cumplida justicia al Municipio de 

Ciales. De los autos, surge con claridad que fue la Constructora 

Orama la que causó el derrame de aceite que provocó que el 

Municipio tuviera que intervenir para remediar la situación. Es decir, 

la causa originaria de los eventos que culminaron en los daños por 

los que se reclama fue el referido derrame causado por la 

Constructora Orama.  El Municipio, en su esfuerzo  por contener  el 

desparrame, regó arena sobre la vía, la que debido al copioso 

aguacero y lo empinado de la vía se deslizó  junto al aceite hasta 

llegar a la residencia de la demandante. Si bien, según ya 

determinado, el Municipio incurrió en negligencia por la manera  en 

la que llevó a cabo la limpieza del área afectada y por no llamar a 

las agencias especializadas para que atendieran o colaboran  con 

está emergencia, no se justificaba atribuirle el 60%  de la culpa, en 

las presentes circunstancias.    

A la luz de los roles de ambas entidades en esos eventos,  

según antes comentados, nos resulta patentemente persuasivo el 
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planteamiento del Municipio a los efectos de que fue la Constructora 

Orama quien contribuyó con mayor grado de responsabilidad en los 

eventos que causaron los daños reclamados por la parte 

demandante. Conforme a la referida premisa y analizado 

detenidamente la sucesión de eventos y la participación de cada 

parte en ellos, resolvemos que a Constructora Orama le 

corresponde un 60% de responsabilidad por su acción culposa o 

negligente, mientras que al Municipio le adjudicamos el 40% de 

negligencia. Fonseca et al. v. Hosp. HIMA, supra. 

En consecuencia, entendemos que el tribunal apelado erró en 

la distribución de responsabilidad adjudicado entre los co-causantes 

de los daños, según determinado por el TPI.  

IV. 

En mérito de lo anterior, se modifica la Sentencia Enmendada 

emitida por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de Arecibo, en los 

términos antes expuestos.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. 

El Juez Waldemar Rivera Torres distribuiría  la compensación 

a razón de 70% de responsabilidad para la Constructora Orama y 

30% para el Municipio.  

 
    Lcda. Dimarie Alicea Lozada  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 
 
 


